
Al Comisión de Seguridad y Salud Labol'al(art. 79 Convenio).
E} Comisión para la intc ración de la Reglamentación Nacional de

Tra!mjo de la Empresa en el actual Convenio Colectivo (art. 24
Convenio).

C} Comisión para la elab ración de un plan de Formación Prore­
,;iona! (art.. 39 Convenio).

. D). Comisión de estudio del sistema de primas (creada en la
dispOSICión adicional tercera le la revisión del Convenio para 1988)
(cU~?osiciónadicional, revísió 1). . . ... ' . " .....

E) Comisión de clasifíca ión profesional (disposición adidonal,
:rcera revisión).

3. La Magistratura de Trabajo número 4 de Oviedo por Sentencia
de 17 de noviembre dc 1988 desestima la demanda por estimar no
haberse acreditado la existencia de conducta alguna encaminada a privar
a! Sindicato reclamante ddejercicio del derecho, existiendo ~;ólo una
renuncia por partead reclamante a ejerciwr alguno de sus den:chos
sindicales, negándose a firmar los pactos de los que sonejecuóón las
distintas comisiones creadas para su puesta en práctica. Al ser el
Sindicato accionaníe un tercero ajeno a dichos pactos, no puede quedar
afectado por unas disposiciones a las que expresamente se negó y su
presencia. en ¡as Comisiones carecer!a de toda legitimación.

4. Interpuesto por la actora recurso especial de suplicación, el
Tribunal Central de Trahajo, por Sentencia de 29 de marzo de 1989,
dcsestima el recurso .. por entender que no existe atentado a la libertad
sindical al ser el Sindicato demandante un tercero ajeno a dichos pactos
y por tanto no puede formar parte de las Comisiones prevenidas en él
fruto de! acuerdo, en razón a la naturaleza y eficacia limitada dc!
Convenio Colectivo, con eficacia inla parles que proyecta únicamente
su operatividad entre los suscribientes. Otra cosa sería si en el desarrollo

Ide dichas Comisiones se dal1ase alglÍn derecho de que fheran titulares los
trabajadores afiliados a dicho Sindicato, para cuya defensa estaría
legitimado el actor. .

5. .La demandádenunda la infracción del art. 28.1 C.E. en. relación
con el 7 C.E. y del principio de igualdad del art. 14 CE. A tal efecto se
realizan unas precisiones inidales en torno al contenido y alcance del
derecho a la libertad sindical a la luz de la jurisprudencia const'ilucional
y se rechazan los argumentos del órganodeinstancia y suplicación sobre
que. del carácter estatUlario del convenio, se derive la legitimidad de la
exclusión de las Comisiones. Analiza seguidamente ¡as SSTC 9/1986 y
39/1986, entendiendo que la doctrina de las mismas noresulla aplicable
al presente supuesto, sino antes bien, la establecida en la STC 7:3/1984,
de laque se deduce el derecho del Sindicato representativo a intervenir
en Comisiones en ¡as que hayuua deternlinación de condicio¡les de
trabajo, pues admitir lo contrario llevaría a propiciar el uso fraudulento
o abusivo de los pactos extracstatutarios para realizar prácticas contra­
rias al principio de libertadsinr,lical. Además se habría vulnerado el
art. 14 CE., tanto en lo referente a la igualdad de trato entre los
Sindicatos, C0l110 ala iguald,\d en la aplicación de la ley al ser muy
numerosas las decisiones del Tribunal Central de Trabajo que. extienden
el derecho de los Sindicatos no firmante de un ConvenioColcctivo no
estatutario a participar en Comisiones creadas en e! pacto similares a las
¡¡quí cuestionadas. '

En el suplico de la demanda se solicita la declaración de nulidad de
las Sentencias, que se declare lesionado el derecho a la libertad sindical,
y la nulidad de las Comisiones creadas y las de todos sus acuerdos o en
su caso el reconocimiento del derecho de la demandante a formar parte
de las mismas.

6. Por providencia de 17 de julio de 1989 la Sección acordó admitir
a trámite !a demanda, solicitar de los órganos judiciales la remisión de
las actuaciones correspondientes y la citación de quienes hubieran sido
parte en el procedimiento. Ha comparecido la Unión General de
Trabajadores representada por la Procuradora doña Felisa Hurtado
Pércz.

Por providencia de 2 de octubre dc 1989 se acordó acusar recibo de
I;:¡s actuaciones y dar vista de las misrnas a las partes personadas y al
Ministerio Fisca! para la ¡i)l'ffiUlación de alegaciones.

7. En su escrito de alegaciones la aetora reitera que la participación
sindical en Comisione~como las cuestionadas no puede quedar limitada
por lo acordado por los firmantes de un Convenio Colectivo de efi­
cacia limitada, por lo quclaexdusión d(~ Comisiones Obreras viola el
derecho de libertad. sindical y el principio de igualdad proclamado por
el art. 14 CE.

8. La representación de la Unión GenCíal de Trabajadores se opone
a la estimación del amparo afirmando que la firma de un acuerdo
supone sacrificio para jas partes firmantes. y la cesión de parte de sus
reivindicaciones para conseguir otras, incluidas concesiones que pueden
no ser comprendidas por parte de los trabajadores, con el consiguiente
desgaste para el Sindicato. Resulta muy cómodo no firmar el acuerdo y
después querer participar en lasComisiones que lo desarrollan, yen ello
no hay negativa al derecho a la negociación colectiva de la que un
Sindicato se ha excluido. Por otra parle, los razonamientos d~c ambas
Sentencias son suficientemente daros en relación a la inviabilidad de la
pretensión actora, sin que. se haya excluido en modo alguno la
posibilidad de Comisiones Obreras d'.~ defender a sus afiliados sí sus
derechos rCf;uItaran dañados en la actuación de dichas Comisiones.,

9. El Ministerio Fiscal afirma que el problema estriba en determi­
nar si la Constitución de las COInisiones supone llna mera prolongación
d'~ la esfera de la voluntad paccional de las partes suscribienies del
Convenio Colectivo \) su naturaleza yfina!idad va más ailá de 'éllo para
adentrarse en terrenos esenciales para la actuación del Sindicato. Tras
examinar la jurisprudencia constitucional al respecto, deduce de elhs
una distinción entre h(~goc¡ar cuestiones nuevas y ejecutarlas, intcrpn>
tándolas o aphcando :alguna de sus cláusulas o adaptándolas a un

26652 Sala Segunda. i:el1lencia .184//991. de 30 de septiembre.
Recurso' e/e amlJaro 86211989. Contra .';'mtmCÍas de la .
Magistratura ti, Trabajo I¡¡ímero 4 de Ul'icdo y del Tribu·
na/ Centra! dI' ·rabajo. que desestimaron dcmanda inter··
puesta por el" indiciJ.!() ahora recurrel1le fimdada ('/1 la
ncgaliva dc las Jarlesjil'manles de un CO/1\'cl1io Cofecliro
a que el Sil/dlc lo accional'lle enlrara a fórmar parte de
delerminadas omisiones creadas por dicho CO/1\'(;nio.
Vul/1eración de derecho a la libertad sindical: derecho a

formar parte de Comisiones Cl'cadas por Convenio.

La Sala Segunda de! Tri unal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Llorentc, residente; don Eugenio Díaz Eimil, don
Migucl Rodríguez-Pi11ero y B avo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro odríguez Bereijo y don .José Gabaldón
Lópcz, Magistrados, ha pron nciado

I. Antecedentes

L El día 10 de mayo de 989 tiene entrada en este Tribunal escrito
de la Procuradora de los Tri unales doña María Jesús González Diaz
por el que, en nombre y repre entación de la Federación de Comisiones
Obreras del Metal, interpone recurso de amparo constitucional conU"a
las Sentencias de la Magistra ura de Trabajo número 4 de Oviedo, de
!7 de noviembre de 1988, y el Tribunal Central de Trabajo de 29 de
marzo de 1989, por violacióde los aris. 28.1 y 14 CE.

2. Los hechos relevantes para este recurso son los siguientes:

a) A principios de 1988 se iniciaron negociaciones entre la
"Empresa Nacional Santa Bánara» y los Sindicatos CC.OO. y UGT al
objeto de llegar a un acuerdo sobre la reestructuración de la Enlpresa,
dejando de asistir CCOO. a ichas reuniones. a partir de mediados de
rnarzo. En mayo siguiente la Empresa y UGT llegaron a un acuerdo
sobre los puntos básicos de icho plan estratégico, y la negociación
colectiva, que fue sometido a a aprobación por referéndum entre todos
los trabajadores de la Empres , siendo aprobado por amplia mayoría.
Aprobado dicho plan, se firm - por la Empresa y la Unión General de
Trabajadores el XI Convenio Colectivo, sin alcanzar la representación
bastante fijada a estos efect s por el art. 89.3 del Estatuto de los
Trabajadores, lo que ocurrió también con la revisión de! Convenio
para 1988.

b) En dicho convenio, o 'n su revisión, fueron creadas entre otras,
las siguientes comisiones:

lil siguiente

En el recurso de amparo úm ..862/1989, interpuesto por la Procura­
dora de los Tribunales doña María Jesús Gonzálcz Díez, en nombre y
representación de la Federa ión de Comisiones Obreras del Metal,
asistida por el Letrado do José Manuel López López, contra las
Sentencias de la Magistratura de Trabajo número 4 de Oviedo, de 17 de
no·viembre de 1988, y del Tribunal Central de Trabajo de 29 de marzo
de 1989, por violación de I s arts. 28.1 yl4 CE. Ha sido parte la
Federación Siderometalúrgic de la UGT, representada por la Procura­
dora doúa Elisa Hurtado Pé ez y asistida porcl Letrado don Ratael
Nogales Gómez-Coronado, y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente...el
Magislrado don Miguel Rodn uez-Piúero y Bravo Fcrrer, qúien expresa
el parecer de la Sala.

... ' e) De dicha Comisión [(jr _la parte sólo la Sección sindical de UGT,
'idDwndose rechazado tanto PO la Empresa como por el Sindicato UGT

enlrarán a formar parte de:ias citadas Comisiones representantes de
C'".<_.~ec:l tanto que no se a?hicran a los acuerdos que crean dichas
".c',Ll~h..,Ih..s¡ . I

La Feder¡¡ción de! MCtl de ccon. promovia conflicto colec­
y,tMj.) con la prctensró 1de 9ue se declaras~ que, en la form<1cion
lO'l1lSlOnCS antenorme te Citadas se <l!scnmmo a ce .00. con
de su dcreeho a la libltad sindical y que se del!;¡¡¡¡sen nulas

y sus acuel os o aite, nati, amente aue se declarase
d .k,ú·'w de CCOO. a form' r palte de ¡¡qneHas Comisiones.
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'puede dudarse de la calificación como razonable deJ
difcrenci:1cÜln} que es de carácter objetivt.\ que nohare
posibilid.ad. de acceso a cualquier (~é:ntrai S~ndicaI representativa (,flH,~
'l"eJjt,~ el pacto y '-n el oue Criste una a(lf~r'n'{a tll"YV)[f'ié,11 e".:"',' 1,1
~;el~1i¿ utiliwk; y ~I fi¡; per~cg~idO».> -" ~ ,'lo ~', .'.,.,

Por consiguiente, desde la perspectiva e"clusiva de la
l.filio la invocación aislada del arlo 14 CE. ha de ser f<f~~¡t:z~~¡i~:li;~~c¡i~
tiene en cuenta además que la recurrente no ha invocado
de una discriminación contraria al orden público constitucional,
son las que, entre otras, se indican expresamente en el art. J4CJ. (STC
10811989). De cste modo ha de darse la razón a.l !".{inistcrio Fism! de qu"
la lesión del derecho a la igualdad puede subsurnirse, en la i¡HeG:,":!;;;
lesión de! art. 280 I C.r;;" lo que encuentra apoyo en la doctrina el<; ()SIG
Tribunal que ha dedar'ado que en el dere'ho de libertad sindical
implicito el de una igualdad de trato entre los Sindicatos, En
se trataría de que la diferenciación establecida entre los SH1!Íiorbs
supondría ún recorte ilegítimo del derecho de libertad simhcal
Sindicato excluido, al restringuirse ese derecho para un Sindicato y D.n
para otmcn cuanto a la particiáción en las Comisiones cu,cstiOl1;i(jas.,
remel problema ya no sería estrictamente de igualdad sino
sobre todo de libertad sindical, y por ello subsumible en el exarnen
la violación del derechorJe libertad sindical que hemos de eXlmin:lr
seguidamente.

4. La recurrente imputa la Iésión del derecho reconocido enios
¡¡r15. 14 y 28.1 CE a su no inclusión en determinadas y concretas
Comisiones cfeadas por e! Xl Convenio Colectivo, reservadas {;D

exclusiva a las partes t'irmantes del Convenio, o a quienes en el futUTO
se adhieran a él. El Sindicato demandante defiende ¡ure propio estos
derechos fundamentales, en cuanto tal Sindicato, y no alega n¡invoca
lesión alguna del derecho sindical individual de sus afiliado~, en el
sentido, de que hubiesen sido perjudicados en su relación l¡¡bOíal a
consecuencia de la no presencia de su Sindicato en dichas Comisi<meso
Filo lo resalta la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo cuando alude
a qUe la decisión hubiera sido distinta si hubiese resultado dañado
derecho de los que fueren titulares los trabajadores afiliados a
Sindicato (entre los que han de considerarse incluidos el derecho a la
libertad sindical).

Por otro lado, aun cuando en la dewanda ~e pone de relieve los
peligros y riesgos en que puede incurritwia negociación colectiva
aceptada sólo por un Sindicato minoritarío, de las circunstancias dd
caso se deriva con toda claridad que no ha: existido aquí un
fraudulento o abusivo de los, pactos extraestatutarios para
prúclicas contrari,as al principio de libertad sindical». Elsindicllc
firmante del Convenio Colectivo era un Sindicato mayormente repre­
senl.ativo, en la negociación del plan de reestructuraGÍón y del Convenio
Colectivo participó hasta un determinado momento el Sindicato acelo>
nante, que dejó de .asistira las r.euniones pese a ser.eonvocado para eno,
el acuerdo fue ratificado por votación directa odel personal de la
Empresa, que lo aceptóppruna ,lbrurmidora mayoria, sm haber~c
producido medidas de conflicto algunas, de oposición ° rechazotmltO
delacllcrdo mismo COInC) de su posterior revisión. No concurren ene!
presente caso circunstancias fácticas que permitan deducir qUe d
Convenio mismo o suseláusulasrelativas a las ComisionesaqlJ¡
cuestionadas supongan un uso fraudulento o abusivo del pacwextra¡~s­

tatutarioo
Lo que denuncia más bien la demanda es una violación de la libeftad

sindical en la dimensión colectiva del derecho, y, además, en relación no
con la libertad sindical, en el sentido más estricto del término, como
libertad frente a las interferencias y limitaciones en especial frente a los
poderes públicos .del funcionamientD libre de la organización sindical
como tal, sino en relación al ejercicio por el Sindicato de una función
deautotutela colectiva de los intereses del trabajo, el establecimiento de
un obstáculo ilícito. al ejercicio de su derecho de participar en la
negociaciónco!ectivao . ,

[51(; Tribunal ha entendido que puede incluirse dentro del contenido
del derecho de libertad sindical protegible en la vía de amparo la
protección de la legitimación legalmente reconocida a un sindicatci para
negociar un Convenio Colectivo (SSTC 70/1982, 4/1984, 23/1984,
37/1984, 118/1984, 9/1988, 51/1988 y 61/1989)0 De este modo, impedir
o negar al Sindicato legalmente legitimado para ello negociar un
Convenio Colectivo, supone una vulneración del derecho constitucional
de libertad sindical, pues, como sei1ala la STC 73/ 1984, di~'ha exc!usiúcf
supone privar al Sindicato de su función de participar en la negociación
de condiciones de trabajo y, en consecuencia, de una de sus funciones
escnciales, en un sistema de negociación colectiva de eficacia gCner¡ü en
el que tal denegación supone en la práctica quitarle su rundún bás¡~~,
reduciendo su actividad.

Ha de' precisarsc que esta ampliación de la tutela de la aCltivld"id
sindical a la negociación colectiva, trala de aseg\lfar la
efectiva de ejercicio dc <:kteI'rninadas hlcultades legalmente r;~cDnoc'¡dw:i
a los Sindicatos, que una vez establecidas por la ley se han com\idcr¿;,'li'
incluidas en el contenido del derecho de libertad sindical lWJk:g¡]Dh'
amparo, en tanto yen la medida en que la ley ¡;)S fC(:\'H10Z,C:l,

esle rnomcnto estabkccn el arL 87 dd Estatuto de los TI'atiaj:,1'1,:;n:'j
;¡rts, 6 y 7 LOLS, De csk modo,' esa especial tutda de la rH:j2,O,CI"I\.""."l.

XL F'llndamentos jurídicos

lo La demanda de amparo se dirige contra las Sentencias de la
Magistratura de Trabajl número 4 de Oviedo y del Tribllnal Central de
Trabajo qtlC desestimar n la demanda interpuesta por el Sindicato ahora
solicitante de amparo n la que denunciaba vioiación de los dercchos
fundamentales reconoc dos en el art. 14 y 280 l C.Eo-fundada en la
negativa de las partes firmantes del XI Convenio Colectivo de la
«Empresa Nacional 5a ta Bárbara de Industrias Miht¡¡res); a que el
Sindicato accionate enllara a formar parte de determinadas Comisiont:s
creadas en dicho Con euio v en su re\dsión, en tanto que aquél no
suscribiera el Convcni Coléclivo en cuestión. Se impllta a aquellas
Sentencias no haber tut lado dichos derechos fundamentales, y por ello
la vulneración de los d rechos reconocidos en los arts. 14 y 28.1 C.Eo
Además se sostiem: qu la Sentencia del TCT impugnada ha incurrido
en lesión del principio e igualdad en aplicación de la ley, por apartarse
inmotivadamentede SI anterior doctrinao '

2. Ha de recha:zar e, por de pronto, que la Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo imp 19nada haya incurrido en la lesión delprineipio
de igualdad en la apli ación de la ley que la demanda de amparo le
imrmtao.Apartede que la solicitante de amparo no ha aportado, como
le correspondía, las Sentencias del Tribunal Central de Trabajo que
invoca como elem.ento de comparación, de sus alegaciones se deduce
que las Sentencias qu se cilan corno término decomparaóón no
rcsuelven ni. seenfrcn an exactamente COll el supuesto concreto de
condueta contfaiaa la ibertad sindical que se denuncia ni se daban en
los casos. resudtos ant· riormentc las circunstancias concretas del pre­
sente caso, a las que hace detenida referencia el órgano judicial para
justificar su decisióno o es que el Tribunal Central de Trabajo haya
llegado a conclusiones interpretativas distintas de un mismo precepto
sino que, partiendo de 'na misma interpretación de la libcflad sindical
y aplicándola a regulac oncsconcrctas distintas contenidas en diversos
Convc'nios Colectivos, ha llegado en el presente caso, y a la vista dd
contenidodelConveni Colectivo v de las circunstancias concurrentes,
a la conclusión deque no existía la lesión del derecho de libertad sindical
invocado por laaetorao En definitiva, 110 se ha acreditado que la
SenlenciadelTribunal entral de Trabaj.o haya exammado un supuesto
suslanciah:nente igual o equiparable al resuelto por las Sentencias
aportadas como térmih de comparación, por lo que ha de excluirse que
haya existido lesión de! principio de igualdad en la aplicación de la ley.

3. La recurrente i , puta a la respuesta negativa a su petición de
formar parte, corno tal Sindicato, en lInas determinadas y' concretas
Comisiones creadas. p r ti Xl Coíwcnio Colectivo osu posterior
revisión, negativa bas da en e! hecho de no haber querido firmar ni
adherirse a dicho Con enio Colectivo, una doble lesión de derechos
fundamentales; el derecho a la igualdad del arlo 14 CE yel deren:ho de
libertad sindical del al' o 28,1 C.E, '

En .cuanto a la lesión del derecho a la igualdad del art. 1.4 CL,
entcndlda en sentido a ltónümo, el tema se reduciría a examinar si es
lesiva del derecho reco ocido en e! art. 14 CE la utilización de! criterio
de la firma del Convcn'o Colectivo y del plan de reestructuración de la
Emprcsapara diferenci r entre los Sindicatos a efectos .de la participa­
ción en las Comisione. cuestionadaso Desde esta exclusiva perspectiva
ha de afirmarse que no se ha lesionado el derecho de la recurrente a ser
trataqa en condiciones e igualdad, Como ya en ocasiones anteriores ha
afirmado este Tribunal la diferenciación entre firmantes y no lirmantes
de un c!~nvenioColee! vo, al igual que la fi.mdada en la aq:plación {) no
accptanon de un Pla de reconversión está basada en uo criterio
ol?ictjvo, razonable y hO arbitrario (SIC 9/1986 Y 39/1986). La STC
9/1 ')~6 ha ,declarado q le «110 es uoa decisión que pueda ser en modo
alguno cahficada de ar¡:itrariil, sino, por e!col1,trario, de adecuada a la
finalida:J perseguida y en este sentIdo, objeti va» la {k restringir la
presenCia oen una Con isión de control y seguimiento de un Plan de
reconvas.¡?~,a só~oaq ellos _Sindicatos que lo km aceptado, De igua,.l
modo ¡;¡ SJe ,39; 1~86 ha allrmado que "teniendo en cuenta que ese
factor d!h'renClal se llJ¡~oduce respecto <í la exclusión de b
Ccntrd Slllé!lcal no firmante o Sedes de encuent.ros
creadas en la ejeelJCiÓ~1 o para el cmnp¡¡rni,;nto dI?! e¡¡,ido pact.o, no

I
I

1
I
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1J"'C·""liJ. ru c-¡ presente caso el -Ministcdo -Fiscal {~ntiende

de la' Comi,;iol}es cuestionadas dr''ibotda el mero
cj¡:et¡ci.,ón del (} de su revisión que su ¡Jer:,~!ectiva

cU,b¡iolleS nuevas y de· gran trii,$üenIJcl1Cla,
debió nprrr,;j"i" \3 pte:)cncia y particjpnción

eXílu:;ió'll ha vulnerado el derecho reconocido en el art
objetivos de las p~~rtes- firrnantes dd C'ünven,io \;Jilr<!,e"mlIHi:mu

su:ponen el disciio de j n marco que
de la 'l~mpre5a, el que no

si'::';~'~~~;:'~f,? violación ?ulónoma del derecho a
" igualdi1fl de conw en lo que se

aplícacJi(';n de la ley, la estimación del "Ji¡¡¡J~HJ.

10. Por provid(~ncia de 18 de julio de 1991, se señaló pala
deliberación y votaciÓl del presente recurso el día 30 de septíembre
siguicnte.
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que los poderes r)~!~~;,::J::;<;,~\¡~:¡¡E;~:;,¡~:;;';~(;'~
cnmr\¡~,mlü In otros ~;in-dica1ó::; rcchac(:rt

de conlratacióu coli.::cüva d(~ un Sindic:;.1l(¡
'" ,1",1""" icgiliHi¿hlCJ pa¡,~ eno, convirtiendo d.icha exclusión 'nó
l.I:"; .IL ~:¡~i.~ kg.:-d, .~¡inü HHnbié:n en- un j)iciio'cO'.:lSt;tucional por C(i'ntr'adIC­

\"i (·rn el derecho reconocido en el Zlrt. 28,1 C.E.
rlanic-ndo (~C' c:st.a düct 'iHH. ha. de cxarninarsc- si la exclusión de las

""¡"jOrleS creadas por el Xl Convenio Coicctivo de la Empresa de los
no hayan uscrito rú posierionl1entc. se hayan adhef~ido

C\¡,¡¡\"Cf;;O hJ de- cnlende'rsc ronAD cxclusiór¡ det Sindif.::ato acciOHilnte
~:: rv:gociación de u 1 (~onvcnio CoJociiyo para el que- estaba

:,'¡"'''c'¡,,'¡'¡¡(' legitimado en fí nción d(~ sUTcprcsentmividad. En favor de su
" ',' \' " d'''' • ~s..,.. ....... 7"'j"fl4 ()/' Q o6\u:,,¡on, C,l •. l!1clealo 0fman ante mvoc,'a,,;'<¡S .::,,_ '~'.")/ .'h' :.' 1.<3

>' ;1986, sobre las qUl tgualrnentc funoa el f,¡hrnstcno l'lscal su
favor de que JI amparo sea otorgado. Pero ocurre que en b

'i¡;, previa, tanto' a autoridad bboral en su prccetivo informe,
(0\11'':' d sindicato cnlOl ces y ahora codemandado, han utilizado
;;qucli'1s mismas Scnt(;nci s «HilO apoyatura de su común rechazo a las
prc":nsIOnes contel1ldas 'n la demanda. Procede, en consecuenCia,
,mdiz¡¡r la preten~ión act 1'3 a la luz de la doctrina sentada en aqneIJa~;

Sentí'ncias constitucional s.

5. La STC 73/1984 examinó si la negativa a un sindicato de
participar en la revisión p rcíal de un Convenio Colectivo que no había
susCTilO podía entenderse lesiva del derecho a la libertad sindical de ese
sindicato. La contestaciólafirmativa pone el acento en la indisponibili­
dad por el Convenio Col ctivo de las reglas legales y estatutarias que
establecen la lcgitimaciói para ,negociar el Convenio Colectivo, reglas
que constituycn un pres puesto legal' de la .negociación colectiva que
escapa al poder de dispo ición o modificación de las partes negociado­
ras, pucs en la contrata jón colectiva inciden derechos de carácter
sindical que no pueden s,~r desconocidos por las partes del Convenio.
Fs,,'a[u, pues, al poder de disposición de las partes del Convenio
Coicctivo el tema ciela 19i1imación para negociar, y las disposiciones
rcSiJltalllcs serían nulas,' inoponibles a sindicatos terceros y también
losivas de su dercho a la negociación colectiva y mediatamente del
dcrecho de libertad sindi 'al.

Esa indisponíbilidad l e las reglas legales resulta aplicable también a
1.1 revisión posterior de parte del contenido del Convenio Colectivo
durante el tiempo de su igencia, puesto que, según la STC 73/1984, se
trata de moditicar las e ndiciones de trabajo pactadas estableciendo
nucvas regias para regir las relaciones de trabajo en el ámbito del
Convenio, y es por ciJo ma nueva negociación cu::\lquiera que sea el
)1ornbcc que se le de. Ace tar otra cosa -concluye la STC 73/1984- sería
morgar a esas partes firm ntes libertad para condicionar definitivamente
la negociación colectiva rivandode su derecho de negociación para el
iutuw a quienes reúnan os requisitos legales para eHo.

1.a STC 73/1984 ha considerado, pucs,'eontraria a la libertad sindical
la exclusión de la Mesa " e negociación de la revisión de un Convenio
C'oJcclivo, ,de un sindic to legalmente legitimado para negociar ese
Cónvemo, aunque no fue '<1 parte de éL Pero ni ha reconocido el derecho
a la «suscripción pai'cial» de su contenido (<<que supondría la ruptura de
la unidad del Conveni Colectivo como negocio jurídico y como
nOrnHl»), ni tampoco elltcrccho del sindicato no pactante para partici~
pat en lascomisioncs ere das por el Convenio Colectivo que no tengan
estan.mción de establ,~ce modificaciones t.) nuevas reglas en el mismo.
lJ(~sdc:¡uego ha exclUId, expresamente tal derecho en relación a las
cóm,isíones creadas por e Convenio Colectivo Que tengan ¡a función de
interpretación o aplicacién de alguna de sus clállsulas, la adaptación de
<dgurla de ellas a un pi ob!em3 no, previsto, o la adaptación de su
contenido según datos o jetivos y prefi,iados.

Partiendo de la doctri la establecida eil la STC 73/1984, y en concreto
,de la distinción entre comisiones y no «negociadoras» o aplicadonis, en
lasque la exclusión del sindicato legitimado para ello sería ileaal e
llIconstitucionalmente ilí ita, y «aplicadoras», en las que esa exci{;'sión
ha sido. deciarada legltim , el sindicato demandan!e entrende lesionado
su derecho fundamental en cuanto, que las'comisiones cuestionadas
habrían de calificarse con o de «negociadoras», mientras que el sindicato
~,~¡:landado,apl.i~andoel l11;omo criterio, llega a l~ conclusión de que no
'.¡;:J E1 de ,comisIOnes ~(ri,eg9~ladoras», en el ,sen1i~o de aqu~ila Semen:
\~"";t', ~\~'ileo de la qls~uslOn se centra aSI en la determmaclón del
a¡,tth L ;~c, ,o consntuclOrlalmente protegido a efectos de la intervención
tn -con1¡:,(t.nes. ~.p"" d' .1, 1("" _.' e" 1 " -. ¡ .'¡"I" .'C ~.~a a~; p~l!,e ~onve!llo, o ect¡vo,yen partlCu al' que ha
~~S~~ " ,I)~t ('ormrJOnes «negoCiadoras}) v si entre las misrnas
..a,o."n Ill--Uldas IflS cuestionadas en este'proceso.

6. ti p ma. enl bu, 'deriva d ¡ f:b I .
nf!lq¡~,.l de !1 iÚ~1 Cole na pUl le, . e a <In 1 o ogm d,.1

n" - '~"<Ollva que a /OS efectos dI' to• p~o'P ,.,-un.ShU..:Clnn':d ha \1)oncr"'e' '. .. "O,. j;' ,-,,-CI"!Ol1
ti TI IC" • , " -' n~('esanamcnte en (·onex.iÓn con la

k¡,!! .." .',' ~:J1l "ara n[g~)Crr lecOnOClda le -¡¡lmente al sindicato 'o l .. '1'
"'-H~,pi~l;., ~1!\'k{P1e'1~'\~rn nte ~~ la Cont g . . ~ ), rOl t.- JO," .. t,. " ratanon ,o!ectlva de Cond.1ei,)nes

a[;¡;¡~;,(',\,~~ del
e b icg,,!,¡r¡'i,íC¡Ón

fn c:~Ja rp!::;Tr z\' que han
rci 1erado y fa ;L'Sp~,:cto

a la di.' b !eg,1Í\imaciém ""'E~"- i,"", pl'O!í:j}I[jl"
13.:;: cornis}or1C"s PI''''+'''q í'qpsijc.r'·"r~·'''' 1'''''F1(~ ;'l1'Gg,iX'li1illor;¡;'i'>.

La STC:· 91 r;~~v~~·1~Ú~1;:lido1 n~;'-I~~i'~',"~ 'd~l '"derecho rcconncklo en
el arto 2R. i (~t::. la norrna r.cglan1(~ntaria (arL 9. i de~ Real l)ecrcto
1.2"71 (1984) que la inCOrpGL~i~jÓtJ de las siadicales
a ta Cornisión de y Scguín-ilcnl.o de! Pb,n d~ (:oHv(-,Jsión N"avaL
a la condicirJn haberio acept.ado, La Sentencia TechaIJ que (-sa
condición suponga una conSl.rÍ{'eión sobre la voluntad de la crganización
sindical recurrente de aceptar e! plan de reconversión, sostiene que el
sindicato mantiene su plena libertad deaceión para la defensa de los
intereses ('conómicos y sociales que le son propios y considera que la
distinción establecida entre unos y otros sindica¡os en función de su
aceptación del Plan, es constitucionalmente legitima,

Por su parte, la STC 39; 1Y86 ha examinado iacompatibilidad con
el ar1. 28J C. E. de la decisión <ldopt¿¡da por el Gobiemo, en cumpli­
miento del Acuerdo Económico y Social, de no incluir a la Confedera­
ción Sindical rccmrellje en la participación de,determinadi¡S Comisiones
creadas en dicho Acuerdo, por su disconformidad y no aceptación del
pacio en que hallaban su origen. Se dice en la Sentencia que la creación
de órganos posteriores que operan como instancias para prolongar en el
tiempo el proceso de intercambio que condujo al paCto «es un resultado
más del pacto, en cuya mecánica cambial apareCe como una contrapar­
tida, especialmente cualificada, quc se equilibra cOl1los deberes que las
partes asumen en otros aspectos», ,pues «todo el acuerdo, con
independencia de la naturalezajurídica plural de sus diversos apartados,
es una unidad en la que una parte no se entiende sin las otras. Desde
esta ópticael significado de estas comi:,iones no se captará por el simple
enl!l1ciado de su denominaCión o por la simple descripción de sus
funciones. Es absolutamente lH~cesario valorarla en el ~eno del acuerdo
en que se crean y en la dinámica de intercambios qüe está en Sil base»
(hmdamcfHo jurídico cU'lrto).

Entiende la STC 39/1 CJS6 que no es posible plantear en este caso un
problema de libertad sindical, pues «se tmta de órganos que se
desenvuelven fuera' de las atribuciones sindi\:alcs conocidas hasta ahora.
fruto de la negociación, pues han nacido de un acuerdo cuyo cumpli­
miento aseguran con su mera constitución, y como simple ejecución del
mismo. Por eilo, no contraría la libertad sindical exigir que aquellos
grupos que compongan dichos órganos estén de acuerdo con el pacto en
qüe se originaron como conjunto de derechos y obligaciones, en el que
no cs lógico pretender gozar de las primeras sin sujetarse también a las
segundas» (fund¡¡mento jurídico quinto). Se añade que <da propia
negociación colectiva es un valor constitucionalmente protegido y que
esta negociación tiene una lógica propia de contrapartidas que, en
principio, no cabe, desconocer, dentro de ella la elemental de exigir que
participe en la cjecución de un pacto sólo aquel sujeto que lo aceptó y
asumió compromisos en él» (fundamento jurídico sexto).

De esta doctrina constitucional deriva, con toda claridad, que lo
decisivo a efectos del límite a la autonomía colectiva, y de la consi­
guiente protección de la libertad sindical en el establecimiento de
«comisiones cerradas» reservadas a las partes del Convenio Colectivo,

'es el rcspetcH1e la legitimación para negociar legalmente reconocida al
sindicato en base a sureprescniatividad. Lo que se impide a las partes
del Convenio Colectivo es que puedan establecer comisiones con
función de modiíicación orcgulación de condiciones de trabajo no
abiertas a ese sindicato. La no suscripción de un Convenio Colectivo no
puede suponer para el sindicato disidente quedar al margen,' durante la
vigencia del mismo, en la negociación de cuestiones nuevas no
conectadas ni cOl¡,:ctables diréctamente con dicho acuerdo, Más allá de
este línlite, lús partes del Convenio Colectivo pueJencrear, en uso de
la autollomía colectiva una organización común de encuentros, o la
previsión d¡;, comisiones ud hoc, en tanto que /lO tengan funciones
reguladoras en sentido proPIO, pero sin que hayan de re"fingirse
tampoco, como parece entender el sindicato accionante, a la mera
función de interpretación o adrninistración de las reglas establecidas en
d Convenio Colectivo.

Dada su naturaleza consensual y negocial, el Convel\io Colectivo no
sólo crc<! reglas para las relaciones de trabajo, siIlo tambiéncompromi­
sos y obligaciones asumidas por las partes que lo conciertan, configurán­
dose como una unidad y como un conjunto integl'ado de prestaciones y
contraprestaciones o cotrapartidas qlle se explican unas·'en función' de
las ol~'as (STC 21O/1990)~no siendo lógico ni razonable (ni desde luego
constitUCIonalmente eXlg¡b!c) pretender gozar de los derechos contrac­
tuales reconocidos en el Convenio a sus partes firmantes, sin sujetarse
a las ohligaciones diJnanantes de él. Entre estas contrapartidas' puede
incluirse la creación de instrumentos a través de los cuales no sólo se
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Convenio Colectivo). Fi nahrien te, y en similitud con la anterior, se
creaba otra comisión paritaria de las .partesfirmantes para llevar ¡{cabo
un estudio sobre clasificación profesional (disposición adicional terc(Ora
de la primera revisión del Convenio); enIa propia disposición adicional
~;e insistía en que los resultados o decisiones que· adoptaran las dos
comisiones anteriores debían ser reii'endados por la comisión negocia­
dora de la revisión del Convenio.

Un primer examen g!obai de esas comisiones permiten excluir que
las mismas constituyan un ejemplo del doctrinal mente llamado mt~todo
«institucionaJ» o «dinámico» de negociación colectiva, en el que ·"a
diferencia del método «contrac:tuab> b:1sado en la conclusión directa de
acuerdos reguladores «cerradoS», que establecen directamente reglas
laborales completas (ql1e es el tradicional entre nosútros y el que refleja
el TilLiloU del Estatuto de los Trabajadores)- las partes se limitan a
establecer las nor'masconstitntivas y las reglas de procedimicnto de
órganos cuya fi.mción consiste precisamente en regular salarios o
condiciones de trabajo a través de resoluciones 'puntuales, en una
contralilción que puede calificarse como de «abierta» y no creadora de
normas susceptibles de aplicación directa e inmediata. No cabe duda
que en el presente caso elConvenio Colectivo en su articulado y anexos
conticne lIna normativa reguladora de condiciones de trabajo cerrada,
susceptible de aplicación directa e inmediata y llamada apermanecer en
vigor al menos hasta el término establecido para su vigencia.

En un examen más diferenciado de esas comisiones hay que excluir
de antcmano que puedan calilicarse como reguladoras. las dos comisio·
nes paritarias creadas para el estudio del sistema de primas o para el
estudio sobre las clasificaciones profesionales, pues cxpresamente a las
mismas se las califica de comisiones de «estudio», sin facultades
decisorias vinculantes, que seremitei1 a la comisión negociadora del
Convcnio Colectivo o de su revisión, a la que legal y constitüeional­
mente tiene dereehode acceso el sindicato accionante, que mantiene así
su plena libertad de acción y de negociación para la defensa de los

, interesés económicos y sociales que le son propios en relación con la
decisión definitiva de la revisión del sistema de primas o la revisión dcl
sistema de clasificación· profesional, que sólo podrá ser introducida a
través de la modificación o revisión, con su posible intervención, del
Convenio Colectivo.

A la misma conclusión ha de llegarse en re!ación con la comisión
paritaria prevista en el art. 24 dcl Convenio Colectivo. Es cierto que con
la terminología imprecisa que caracteriza frecuentemente a nuestra
contratación colectiva se encomendaba a dicha comisión «integrar la
Reglamentación de Trabajo de la Empresa en el actual Convenio
Colectivo, con el objeto de que dicha reglamentación de trabajo quede
cjerogada». Entendida en SllS estrictos términos habría de darse razón al
sindicato accionante, en cuanto que dicha integración no podría hacerse
al margen y sin interveneión del sindicato aceionante. Pero- esta no es
la única lectura ni la nlás correcta de la cláusula que califica a la
comisión como «de estuc!io», que, además, se remite al Convenio
Colectivo, y, por ello, a un posterior momento negociador, como
instrumento de esa «integració[J», y que, finalmente, se refiere a la
derogación de la ordenanza, .que en todo caso requerirá el «informe
prcceptivo previo de las organizaciones sindicales y asociaciones empre­
sariales más representativas>; (disposición transitoria segunda E. T.), y,
desde luego, entre ellas, la del sindicalo accionante. Ello significa que ese
eomúli propósito de fí.ltura derOgación de la ordenanza, que desde luego
no vincula al demandante, no ha limitado ni desconocido los derechos
de representación colectiva y tutcla de los intereses del trabajo en cste
c'oncreto tema del sindicato accionante.

En lo que se refiere a la elaborilción del plan de formación, el mismo
aparece con toda claridad como instrumento del plan estratégico de la
Empresa y las necesidades de ajuste y rcestructuración de plantilla
resultante del mismo. La solicitante de amparo no ha a.compaúado copia
del plan de formación, ni ha razonado en qué modo la existencia de
dicho plan ha rcstringido facultades o competencias que legalmente le
correspondan. No debc olvidarse que el art. 64.1.3, c), E. T. concede al
Comité de Empresa la competencia para emitir informe sobre «planes
de formación profesional de la Empresa», en cuyo órgano tiene
representación el sindicato accionante, a! margen de la posible interven­
ción de sus delegados (art. 10.3 LOLS). Lo que la Ley concede a la
representación colectiva en materia de formación profesional es sólo un
derecho a emitir un informe, que evidentemente no podrá considerarse
afectado por el art. 39 del Convenio Colectivo, ni éste además, así lo·
indica. Esta cláusula convencional habla de «participación», indicando
con este término genérico posiblemente la ampliación de una facultad
legal de «mero informc» que mantiene en su integridad la facultad de
decisióil del empleador. Esta concreta autolimitación ha de entendersc
como contrapartida .<lel Convenio Colectivo y desde luego enmareable
en el proceso de ejecución del plan de reestructuración de la Empresa al
que la Entidad empleadora ha condicionado el ejercicio de su libertad
de empresa y el sindicato pactan te el de sus derechos de negociación y
<Jctividad sindical. No resulta constitucionalmente exigible cl art. 28.1
C. E. la presencia de la solicitante de amparo en esta concretacomisióll.

Por último, e! art. 79 establece una comisión para la elaboración de
un plan de seguridad e higiene en el trabajo que será revisado cada atio,
pian que, según resulta de las actuaciones, ha sido efectivamente

ejecuta en sentido estrc o el.contenido normativo del Convenio Colee·
tivo, sino que se crean 'nstancias comunes de consulta y participación,
a las que e! empresario ! o habría de someter sus decisiones o propuestas,
si no estuviera vincula o y obligado a ello por el Convenio Colectivo.
La dinámi~a conllictu ! que está loO la base de la relación negoClal
colectiva no es incon p¡¡tible con la posibilidad de crear desde el
Convenio Colectivo m 'canismos de cooperación y colaboración, más

,allá de la esfera de a coerción y el consenso puntual que han
caracterizada a nuestra contratación colectiva, e incluso esas formas de
participación creadas través de la contratación coleetiva pueden
encontrar su apoyo con tituciona! también en los ¡¡rts. 9.2 y 129.2 C.E
Estas cláusuías, que 11 son tanto de «aclministracióm> de! Convenio
Colectivo en sentido pI' pio, sino más bien de carácter institucional no
vinculan, desde luego" quienes no sean parte del Convenio Colectivo,
que no resultan obligad s a la lógica cooperativa subyacente en este tipo
de organismos, pcro po cllo mismo tampoco tienen derecho a acceder
alas correspondientes omisiones quienes no aceptan los compromIsos
y objeti vos subyacente en su creación.

Sin embargo, la au.tonomía colectiva está sometida aquí en todo caso
a laConstitución ya! ley, por lo que tales instancias serán legítimas
en tanto no desconozc n facultades legalmente establecidas, y por ello
indisponiblcs, de otras represl:ntaciones colectivas o de otros sujetos
sindicales.

7. A la luz de est doctrina ha de examinarse silas comisioncs
creadas por el XI Conv nio Colectivo y su acuerdo de revisión a las que
se refiere la demanda h n de considerarse como comisiones negociado­
ras, para el estableci mielto o modificación de condiciones de trabajo, de
modo que el dejar fuef" al sindicato accionantc ha lesionadosu derecho
de libertad sindical, de,conociendo su legitimación para la contratación
de las condiciones de t 'abajo;

La demanda no an liza ni¡¡rgumenta cuáles son las funciones que
corresponden a las COl isiones de las que solicita formar parte, y se
limita a afirrilar que es un atentado a su derecho de libertad sindical la
limitación a participar'n comisiones «como las de estudio del sistema
de primas, seguridad y salud laboral, elaboración de un plan de
formación profesional, clasificación profe~ional e integración de· la
reglamentación nacion 1 de trabajo de la empresa en el Convenio
Colectivo», y ello porq le impide su derecho a participar en la determi­
nación de eondicione,' de trabajo. Se trata de una argumentación
ápodíctica, demasiado 'enérica y en la que no se entra en un análisis
concreto ni de las func OIJes que convencionalmente 'se han asignado a
esas comisiones, ni de las decisiones que han adoptado a efectos de
comprobar si efeetivam nte en dichas comisiones no sólo son objeto de
estudio y debate eond ciones de trabajo, sino si también en ellas se
adoptan decisiones vin ulantes que puedan suponer la modificación o el
establecimiento de con ieiones de trabajo.

Por su parte, el MinIsterio Fiscal sólodcdica algo más de una página
de su amplio y razo~ado escrito de alegaciones al examen de la
naturaleza y alcance kle las comisiones creadas por el Convenio
Colectivo y el acuerda de revisión a las que se refierc la demanda,
cntendiendo qlJe las colmisiones suponen «una cuestión nueva y no la
mera ejecución o desarrollo de lo pactado en el Convenio», un
desbordamiento de los ímites de un pacto extraestatutario y del forma!
ámbito de desarrollo estudio del Convenio Colectivo. Pero, como
hcmos dicho,c!límite onstitucionalmente legítimo no se encuentra en
la reducción de esas c misiones al mero desarrollo y estudio para la
posteriCír apli~ación de las reglas contenidas en el Convenio Colectivo,
como instrulilento pan la ejecución de las mismas, sino en la función
reguladora que no pue e ser encomendada a este tipo de comisiones
dada su composición. r stringida.

Ello haeeneeesario que, con los escasos datos aportados a este
proceso constitucional, intentemos valor;¡fsi, al fijar la competencia de
las comisiones cuesti nadas, se han traspasado los limites de lo
constitucionalmente ad .1isible en la medida en que se nan desconocido
los dcrechc)s de negori ción y actividad. sindical del sindicato dC[l1an­
dantc. En lo que aquí· nteresa, en el Convenio Colectivo se acordó lo
si)luicr\te. En primer 1 gar, la constitución durante el primer ano de
VigenCia .del Convenio e una comisión mixta paritaria para el estudio
de la pOSible nueva dete 'minaeión de grupos profesionales y la reordcna-

. ción de la e1~~ifieación profesional; sc encomendaba a dicha comisión,
aSimismo, la ~ntegració¡ de la Reglamcntación de Trabajo de la Empresa
en el Convemo Coleeti o, con el objeto de derogar aquella Reglamenta­
ción (art. 21); En segun o lugar, la elaboración de un plan de formación
con la, partICipación d las partcs firrnanles del Convenio, que debía
conclUirse paril 1987 a tes del 31 de julio ydentro de los dos primeros
meses en los .'Inos 1988 y 1989 (art. 39). En tercer lugar, la elaboración
durante el pnmer año d vigencia del Convenio de un plan de seguridad
e lllglene en el trabajo p r parle de una comisión paritaria designada por
las partes fir l11antcs, qu se revisaría cada año (art. 79). En cuarto lugar,
e! nombramiento por la partes firmantes de una comisión paritaria con
el fin de queja misma laborara un estudio sobre el sistema de primas
vigente;; o alternativas al miS¡llO; las conclusiones a que llegara la
comlslOn sc aplicarían con cfectos de 1 de enero de !988 v sus acuerdos
debí<ln ~er ,r~fren~ados: por el pleno de la comisión négoeiadora del
ConveniO ¡dIsposICión! adicional tercera de la primera revisión del
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elaborado con partidpació 1 exclusiva de representantes salariales y de
la UGT, sin permitirse a participación de CC.OO. y habiéndose
designado un delegado de s lud en cada Centro de trabajo pertenecientes
lodos ellos a UGT. La conisión, por la naturaleza de sus cometidos y
fimcio!lcs en relación a na materia que afecta directamente a las
condiciones de llabnjo, cono es la de la sa!udlaboraI, objeto que afecta
al eumplimiento de dispos¡ iones legales y reglamentarias, no puede ser
calificada, desde lUego, ni c 1110 comisión de ildministraeión y ejecución
del Convenio Colectivo, ,i tampOco como una ¡nera comisión de
estudio y seguimiel1to, sin que en cuanto destinada a la mejora de las
condiciones de seguridad en el trabajo dentro de la empresa afectil de
forma inmediata a la rcgul ción de esas condiciones de la que TIO puede
screx(;!uida el smdicato ae ionanle, en tanto que el tema sea objeto de

. l1cgociación,como ocurre e 1el presente caso, más allá de las previsiones
legales de la participación e los representantes kgales en el Centro de
trabajo (art. 19.3 E. T.) baj la forma de labor de vigilancia y control de
las condiciones de segurida e higiene en .cldesarrollo del trabajo' en la
Empresa (art. 64.1.8, b) E. .). Aunque la acción colectiva para la tutela
de la seguridad no tiene como principal método de acción la contrata­
ción colectiva en el sentido tradicional del término, nos encontrarnos en
este caso ante una actua ión sindical que sigue una metodología
matcrialmé¡J!e negocia! en cUf.lnto al establecimiento, por vía consen­
sual, de estándars y nive!c· de protección para lo que no es legítimo
dejar fuera al sindicato a cionante por la mera razón de no haber
aceplado ni el plan de r'estructuración ni el Convenio Colectivo
vinculado a él. Incluso val í'ando esta comisión de seguridad e higiene
en el conjunto del acucrd y en las materias en él reguladas,en la
dinámica de intercambios tiC están en su base v en conexión con el
llamado plan estratégico, n es posible encontrar 'una estrecha relación
entre esta comisión y la eje ución cid Convenio y de sus compromisos.
Más bien se trata de una omisión prevista para acordar (y por ello
ilegftciar) cuestiones nueva, distintas del pacto mismo, previendo el
Convenio Colectivo media 11e el establecimiento de esta comisión, la
posibilidad de fijar para el turo las condiciones efectivas de seguridad
e higiene en la Emprcsa y la me:didas consiguientes o lo que es lo mismo
condiciones de trabajo, q e no han sido reguladas en el Convenio
Colectivo el cual tampoco prefijó en el mismo sus bases o reglas,
dejando plena libertad a l s integrantes de la comisión, que goza de
plena libertad para reglll¡¡.cx 1101'0 el plan de seguridad e higiene
previsto,.. .. ,.... . . .

Así las cosas, ha de rechaza·rse que el hecho de no haber suscrito el
Xl Convenio Colectivo de 1 Empresa pueda justificar que se excluya m
participación del sindicato demandante en esta comisión, sin que
legítimamente se le pueda e igir que dé su previa conformidad a dicho
Convenio, al tratarse materi .Imente de llegar a acuerdos en el estableci­
miento dy dicho plan que, además, por Sil propia naturaleza hiln de
constituir.una regulación general y omnieomprensiva de este aspecto de
las condiciones de trabajo 'n la Empresa en cIJestión, por lo que la
actuación de dicha comisió supone una modificación de las condicio­

°l1es de trabajo,.y el establecimiento de nuevas previsiones o reglas para'
regír las relaciones en el ám ito de aplicación del Convenio. Por ello, la

26653 Plello,Sentenc'a 185/1991, de J de octubre. COIlílicto
/losilil'odecoll pe/encia 563/1985. Promol'ido por el Con,
sejo .Ejecutivo de la GCJ1crafidad de CatalU/la contra
detcrmi:wdas'af/as de obslrUcció!l de la Inspección Provin-

_.. c¡al de TrabaJOI de Barcelona. Votoparllcular. . .

El Pleno del Tribunal Co 1stltuclOnal, compuesto por don FranCISco
Tomás y Valiente, President;don Francisco Rubio Uorcnte, Vicepresi­
dente; don Fernando Garcia Món y González-Regueral, don Carlos de
la Vega Benayas, don Eugeni Díaz Eimil, don Miguel Rodriguez"Piñero
y Bravo Ferrer, don Jesús Lguina Villa, don Luis López Guerra, don
José Luis delos Mozos yde los Mozos; don Alvaro Rodríguez Bereijo
y don Vicente Girneno Sen ra, Magistrados, ha pronunciado

MBRE DEL REY

la siguiente.

ENTENGA

En el conflicto positivo d . competencia núm. 563/1985 promovido
por el Consejo Ejecutivo de 1* Gcneraiidad de Catalufía contra las aelas
de obstrucción de la Inspectión Provincialie Trabajo de Barcelona
numero 01037-1985 y 0030~-¡985. Ha sido parte el Gobierno de la
Nación y f'onenl.c el r.,.1agistr do don José Luis de los Mozos v de los
lvlolOs, quien cxpresá el par· eer del Tribunal. .

L Anteceliente§

.. L Por escrito registrado el 19de juniode 1985, el Abogado de la
Generalidad de Calalui1a p!m teél, en nombre dd Consejo Eiecutivo de

comisión prevista en el art. 79 del Convenio Colectivo ha de entenderse
como una comisión «negociadora» a los efectos de la doctrina cstable­
eidaen la STC 731 i 984, y, consiguientemente la no admisión en la
misma del sindicato accionante ha lesionado su derecho a la libertad
sindical del art 28.1 C. E.

8. Hemos de estimar parcialmente la demanda de amparo, en lo
que se: refiere a la citada 'comisión de seguridad e higiene. El otorga­
miento del amparo ha de conducir lógicamente a la declaración de
nulidad parcial de las resoluciones judiciales impugnadas. De conformi­
dad con los términos de! súplica de la demanda se solicita además la
nulidad de la composición de la comisión controvertida así como sus
acuerdos, o alternativa y subsidiariamelllc al reeOll0cimicnto del dere­
cho del sindicato accionantc de formar parte en dicha comisión.
Tenicndo en cuenta loscrilcrios ya establecidos en las SSTC 73/1984,
86/! 99! Y1371 l99 ¡, y dactó que el Convenio Colectivo conespondicntc
ha sido yü aplicado habiendo conduidosu periodo de vigencia y que la
vida de .la comisión aquí controvertida está ligada a la de dicho
Convenio Colectivo, y que su función Se limitaba a establecer un plan
de seguridad chigicne que por su naH!ra!Cza no puede ser eliminado con
efectos rctroacllVOS, hemos de limitar nuestro pronunciamiento, en
aplicación, del art. 55 LOTC, al reconocimiento del derecho de confore

midad con su contenido constitucionalmente garantizado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribuoal Constitucional, POR lA
AUTORIDAD QUE tE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Olorgar parcialmente el· amparo solicitado y, en consecuencia:

l. Declarar la nulidad de la Sentencia de la Magistratura de Trabajo
l1ÚI1J. 4 de Oviedo de 17 de noviembre de 1988 y la del Tribunal Central
de Trabajo de 29 de marzo de 1989 únicamente en lo que se refiere a
la Comisión de Seguridad y Salud Laboral creada en el art. 79 del XI
Cónvenió Colectivo de la Empresa Nacional Santa Bárbara, Sociedad
Anónima. .

2. Reconocer el derecho de libertad sindical del sindicato deman­
dante y. en.concreto el derecho a· formar parte de dicha comisión.

3. Denegar el amparo en todo lo demás.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en· Madrid a treinta de septiembre de mil novecientos noventa
y uno.-Francisco Rubio Llorente.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodrí­
guez-Pil1.ero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-A!varo Rodríguez Bereijo.-·José Gabaldón López.-Firmados y
rubncados.

la Generalidad de Catalmja, conflicto positivo de competenéia frente al
Gobierno de la Nación por estimar qLle las actas de obstruedón núms,
01037"1985 y 00306-1985 que la Inspección Provincia! de Trabajo de
Barcelona levantó respectivamente a !a empresa «Color Dclcia, Socie­
dad Anónima», y al DepartamelHode Política Territorial v Obras
Públicas vulneran las competencias de la Comunidad Autórioma de
Cataluíía.

Afirma la representación del Consejo Ejecutivo de la Comunidad
Autónoma que las citadas actas de obstrucción vulneran lo dispuesto en
el art. 149.1.7 C.E., 11.2 Estatuto Autonómico Ciitalán(EAC) yen el
Real Decreto de transfercncia 2.2 ¡O/ 1979 en· atención. a las siguientes
consideraciones:

a) Afirma el Abogado de la Generalidad que, sobre la base de ¡as
norrnas citadas, la ejecución de la legislación laboral corresponde a la
Comunidad Autónoma. Ejecución que comprende la inspección ordina­
ria (SSTC 3.2/1983 y 42/(983) -garantizada respecto a la Inspección de
Trabajo por su dependcncia funcional y jerárquica (art. 23.1 Real
Decreto 2.210;1979)-. En consecuencia, cuando la actuación insp(~ctora

se concrete enunacla de .obstrucción referida a materia laboral habrá
que entender que la misma -y lógicamente la eventual actllación
sancionadora posterior- corresponde a CatallJl1J. ,

b) Se trata de saber, en segundo término -aunuue en el escrito de
planteamiento estas consideraciones aparecen en primer lugnr·- cuándo
un acta de obstrucción ha de entenderse referida a la maleria.laboraL El
criterio para resolver esta cuestión ha de ser, según la represéntaóón de
la Generalidad, ¡lo el dcl«fin úlüm()}) que motiva la actuación
inspectora -que conduce a una esfera excesivamente ,(anw!ia y con·
fusa;>, particularmente inadecuada en' una m¡¡(c-ria en la "ue losÚtulos
competenciales (legislaóón laboral seguridad· ~;oeial) ~e encuentran
mterconectados-, sino (da relación hechos» que consta en el ;1'.:\;), Y


